PAGE  
10

León, Guanajuato, a 17 diecisiete de agosto del año 2010, dos mil diez. . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 147/2009-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano ALBERTO YEBRA RAMÍREZ, en contra del Contralor Municipal de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que haciendo un estudio integral de la demanda se concluye que el actor impugna los actos administrativos siguientes: a).- El oficio número CN/9889/09, de fecha 14 catorce de enero del año 2009, dos mil nueve, emitido por el Contralor Municipal en el expediente CM/DCS/575/08-D4, a través del cual se le requiere para que precise los hechos u omisiones pretendidamente irregulares, presente pruebas y se le dice que para el caso de no cumplirlo se le desechará de plano su gestión y se le impondrá una multa; b).- La notificación del acuerdo señalado en el siguiente inciso, practicada con fecha 30 treinta de marzo del 2009, dos mil nueve; y, c).- El acuerdo dictado en el mismo expediente, a través del cual al actor se le impone una multa por la cantidad de $1,038.02 (mil treinta y ocho pesos  02/100 moneda nacional), por haberse promovido en forma maliciosa y sin fundamentos la gestión. La existencia del primer acto se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa con el original del referido oficio; la existencia del segundo acto se demuestra con la copia certificada por el Secretario de Ayuntamiento del oficio número CM/DCS/575/08-D4 de fecha 06 seis de marzo del 2009, dos mil nueve y con el reconocimiento de las partes; y, la existencia del tercer acto se justifica con el original del proveído de fecha 27 veintisiete de febrero del año 2009, dos mil nueve, en el que se le impone al justiciable la multa combatida. Respecto al estudio integral de la demanda, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo: I, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1988; visible a página 167, bajo el rubro siguiente: “ACTO RECLAMADO, ESTUDIO INTEGRAL DE LA DEMANDA DE AMPARO PARA DETERMINAR EL. No obstante que algún acto propuesto como materia del amparo no se incluya en el apartado de la demanda referente a los actos reclamados, atento al criterio de esta Suprema Corte de Justicia, si del análisis integral del escrito de la demanda se llega al conocimiento de que, aunque no de manera formal, en capítulo especial, dentro de los conceptos de violación se señala dicho acto como lesivo de garantías individuales, resulta correcto el estudio que se haga de la constitucionalidad del mismo, teniéndolo como acto reclamado, en virtud de que la demanda debe contemplarse como un todo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Contralor Municipal aduce que se actualiza la causal de improcedencia derivada del artículo 261, fracción IV, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que los actos combatidos no fueron impugnados en tiempo y nos encontramos con un acto consentido tácitamente, lo anterior, en virtud de que el oficio impugnado fue notificado el 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, según se desprende de la copia certificada exhibida, en la cual consta la firma autógrafa del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta FUNDADA, en mérito de las consideraciones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, de las constancias y actuaciones que integran esta causa administrativa se advierte que se encuentra consentido el acto consistente en el oficio número CN/9889/09, de fecha 14 catorce de enero del año 2009, dos mil nueve, emitido en el expediente CM/DCS/575/08-D4, en razón de que es cierto que Alberto Yebra Ramírez, recibió este documento con fecha 21 de enero del año 2009, dos mil nueve, toda vez que en la parte inferior del oficio antes descrito, se aprecia la leyenda “Recibi original”, la fecha “21-Enero-09”, nombre y firma del actor; en consecuencia, si el impetrante recibió este acto impugnado, entonces esa entrega hace las veces de notificación, pues resulta evidente que en ese momento el actor conoció el contenido del oficio impugnado, por lo cual el acto surte sus efectos jurídicos frente al interesado. De esta manera, si la entrega del acto impugnado hace las veces de una notificación, esta es irregular porque no se practicó conforme a las formalidades exigidas por el artículo 38 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y siendo lo anterior así, en la especie de acuerdo a lo estipulado por el artículo 45, párrafo segundo, del mismo Código, esta notificación irregular se entiende legalmente hecha a partir del día 21 de enero del año 2009, dos mil nueve, por tal virtud el plazo legal de 30 días hábiles, establecido en el artículo 263, primer párrafo, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, para interponer la demanda en contra del oficio número CN/9889/09, se empieza a computar de la siguiente manera: la notificación surte sus efectos el día jueves 22 de enero del año 2009, dos mil nueve, por lo que continua el viernes 23 veintitrés, lunes 26 veintiséis, martes 27 veintisiete, miércoles 28 veintiocho, jueves 29 veintinueve, viernes 30 treinta de enero; martes 03 tres, miércoles 04 cuatro, jueves 05 cinco, viernes 06 seis,  lunes 09 nueve, martes 10 diez, miércoles 11 once, jueves 12 doce,  viernes 13 trece, lunes 16 dieciséis, martes 17 diecisiete, miércoles 18 dieciocho, jueves 19 diecinueve, viernes  20 veinte, lunes 23 veintitrés, martes 24 veinticuatro, miércoles 25 veinticinco, jueves 26 veintiséis, viernes 27 veintisiete de febrero, lunes 02 dos, martes 03 tres, miércoles 04 cuatro, jueves 05 cinco y viernes 06 seis de marzo del año 2009, dos mil nueve; del anterior computo se excluyen los días siguientes: el sábado 24 veinticuatro, domingo 25 veinticinco, sábado 31 treinta y uno de enero, domingo 1º primero, lunes  02 dos, sábado 07 siete, domingo 08 ocho, sábado 14 catorce, domingo 15 quince, sábado 21 veintiuno, domingo 22 veintidós, sábado 28 veintiocho de febrero y domingo 1º de marzo del año 2009, dos mil nueve; por lo tanto, el último día para presentar la demanda en contra de este oficio fue el 06 seis de marzo del año próximo pasado, siendo que la demanda se presenta hasta el día 19 diecinueve de mayo del mismo año. Por consiguiente, se consintió tácitamente este acto, al no impugnarse dentro del término legal de 30 treinta días hábiles y se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, dando origen al sobreseimiento de este proceso administrativo respecto al oficio número CN/9889/09, de fecha 14 catorce de enero del año 2009, dos mil nueve, emitido en el expediente CM/DCS/575/08-D4, de acuerdo a lo señalado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal. Respecto a la notificación resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Segunda Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la Página 93 de la Obra denominada “Criterios 2000-2007”, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: NOTIFICACIÓN. LA ENTREGA DEL ACTO O RESOLUCIÓN POR LA AUTORIDAD, HACE LAS VECES DE UNA.- Notificar es dar a conocer el acto administrativo a su destinatario, por lo que, conforme a lo previsto por el artículo 64 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, se actualiza el supuesto de notificación siempre que una autoridad entregue el acto impugnado al particular, independientemente de que en la demanda éste haya manifestado que tuvo conocimiento del acto impugnado. (Exp. 8.250/06. Sentencia de fecha 19 de octubre de 2006. Actor: Juan Ruiz Pérez, representante legal de la “Unión de concesionarios y trabajadores del autotransporte público en general del Estado Siete Luminarias, A. C.”.). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la autoridad demandada expresa que se actualiza la causal de improcedencia derivada del artículo 261 fracción I, en virtud de que no se afecta el interés jurídico del actor y no le asiste el derecho para impugnar el acto recurrido, pues impugna únicamente la notificación del oficio CM/10950/09, de fecha 6 seis de marzo de 2009, dos mil nueve y  ésta por si sola no genera ningún perjuicio al actor. 
Causal de improcedencia que resulta FUNDADA, en mérito de las consideraciones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, la notificación impugnada no causa perjuicio alguno al actor, pues si bien es cierto que ésta no se practicó conforme a las formalidades exigidas por el artículo 38 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y de acuerdo a lo estipulado por el artículo 45, párrafo segundo, del mismo Código, esta notificación resulta irregular y también es verdad que ésta se entiende legalmente hecha a partir del día 30 treinta de marzo del año 2009, dos mil nueve, ya que como se dijo en supralíneas la entrega del acto impugnado hace las veces de una notificación; por tal virtud esa notificación no afecta el interés jurídico de la parte actora, en razón de que la demanda en contra de la referida notificación se encuentra presentada dentro del plazo legal de 30 días hábiles previsto en el artículo 263, primer párrafo, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; en consecuencia, partiendo de la premisa de que la notificación se tiene por practicada el lunes 30 treinta de marzo del año 2009, dos mil nueve, entonces la demanda fue presentada el duodécimo séptimo día hábil del referido término, estimando que la notificación surtió sus efectos el día martes 31 treinta y uno del mismo mes, continuando el cómputo del plazo el miércoles 1º primero, jueves 02 dos, viernes 03 tres, lunes 13 trece, martes 14 catorce, miércoles 15 quince, jueves 16 dieciséis, viernes 17 diecisiete, lunes 20 veinte, martes 21 veintiuno, miércoles 22 veintidós, jueves 23 veintitrés, viernes 24 veinticuatro, lunes 27 veintisiete, martes 28 veintiocho, miércoles 29 veintinueve, jueves 30 treinta de abril, miércoles 06 seis, jueves 07 siete, viernes 08 ocho, lunes 11 once, martes 12 doce, miércoles 13 trece, jueves 14 catorce, viernes 15 quince, lunes 18 dieciocho, martes 19 diecinueve de mayo del año 2009, dos mil nueve; del anterior computo se excluyen los días siguientes el martes 31 treinta y uno de marzo, el sábado 04 cuatro, domingo 05 cinco, lunes 06 seis, martes 07 siete, miércoles 08 ocho, jueves 09 nueve, viernes 10 diez, sábado 11 once, domingo 12 doce, sábado 18 dieciocho, domingo 19 diecinueve, sábado 25 veinticinco, domingo 26 veintiséis de abril, viernes 1º primero, sábado 02 dos, domingo 03 tres, lunes 04 cuatro, martes 05 cinco, sábado 09 nueve, domingo 10 diez, sábado 16 dieciséis y  domingo 17 diecisiete de mayo del año 2009, dos mil nueve; aclarándose que se contemplan como días inhábiles del 06 seis al 10 diez de abril del año próximo pasado, por corresponder al periodo vacacional de semana santa y los días 04 cuatro y 05 cinco de mayo fueron inhábiles por la epidemia de influenza. En consecuencia, si la notificación del oficio CM/10950/09, de fecha 6 seis de marzo de 2009, dos mil nueve, mediante el cual se da conocer al justiciable el acuerdo de fecha 20 veinte de febrero del año 2009, dos mil nueve, en el que se le impone al actor la multa impugnada, no causa perjuicio alguno al interés jurídico del actor, se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, dando origen al sobreseimiento de este proceso administrativo respecto a la referida notificación, conforme a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada expresa que se actualiza la causal de improcedencia derivada del artículo 261, fracción VII, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que de los conceptos de impugnación, no se desprende una relación lógica-jurídica tendente a demostrar el perjuicio que sufrió el actor con el acto impugnado, es decir, no expresa ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en mérito de las consideraciones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De un análisis del argumento expresado en cuanto al no respeto de la garantía de audiencia y a la imposición de la multa impugnada, se concluye que el actor indica los Ordenamientos y los preceptos jurídicos violados en su perjuicio, también expresa argumentación tendente a justificar la violación de los preceptos invocados, además el actor señala cuál es la lesión o agravio que estima le causa el acto y los motivos que originaron ese agravio. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así, advirtiéndose de autos de esta causa administrativa que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que el actor en la parte final del concepto de impugnación  expresado en la demanda aduce en esencia que envió una copia de un informe a la Contraloría Municipal para su conocimiento y no obstante lo atendió como una queja formal sin serlo y el no presentarse ante la Dependencia demandada a ratificar y en su caso a ampliar el escrito fue atinada su actuación al desechar el comunicado, ya que no se quería ninguna investigación al respecto, ni mucho menos que se le impusiera una sanción, violándose en su perjuicio el derecho de audiencia, puesto que se dejó de implementar el proceso respectivo donde se le concediera el derecho de audiencia, el derecho de argumentar en su defensa, porque la Contraloría fijó una cantidad que consideró adecuada pero sin fundamento alguno, ya que la resolución que emitió carece de las formalidades que deben de tener estas y que exigen en toda resolución los artículos 224 y 227 del Código de Procedimientos Civiles vigentes en el Estado, como son tener una resolución sucinta de las cuestiones planteadas y las pruebas rendidas, así como las consideraciones jurídicas aplicables, tanto legales como doctrinarias y al no haberse cumplido estos requisitos, resulta a todas luces la incompetencia de la contraloría para imponer la multa como para conocer del fondo el asunto planteado. En tanto que, la autoridad demandada en su contestación expresa en esencia que respecto a la violación del derecho de audiencia, desde que se le notificó el acuerdo de prevención de fecha 19 diecinueve de diciembre de 2008, dos mil ocho, se le previno para que precisara los hechos en que fundaba su petición y acompañara las pruebas en que la fundamentaba o señalara el lugar en que se encontraban, se le hizo saber que en caso se de no satisfacer la prevención que se le hizo se desecharía su queja y se le aplicaría una multa de 20 veinte a 120 ciento veinte salarios mínimos, en caso que se determinara que la queja o denuncia fue  interpuesta en forma maliciosa o sin motivo alguno y en este momento debió aclarar que sólo remitió única y exclusivamente la copia para conocimiento de la Contraloría. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta INFUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, cabe mencionar que haciendo un análisis sobre el escrito del  parte informativo de fecha 15 de diciembre del año 2008, dos mil ocho, suscrito por los ciudadanos Alberto Yebra Ramírez y Juan Carlos Rodríguez Rivera, se concluye que se está formulando una queja ante el Contralor Municipal de León, Guanajuato, puesto que contrario a lo sostenido por el actor en su escrito inicial de demanda en la parte superior al frente de su primer foja útil se expresa “ASUNTO: SE INFORMA DE UNA INCONFORMIDAD Y QUEJA”, por consiguiente, resulta evidente que el término “informe” se utiliza como sinónimo de “notificación” o “aviso”; por lo tanto, informar consiste en comunicar, narrar o dar a conocer hechos acerca de una persona, cosa o de un asunto determinado. Siendo lo anterior así, el justiciable esta relatando y comunicando al Contralor Municipal, entre otras autoridades, una serie de hechos que posiblemente constituyen la comisión de una falta administrativa a cargo de servidores públicos, de ahí que, la autoridad demandada al detectar y determinar que en el escrito que nos ocupa, no se expresaban los hechos de manera clara y precisa, ni se acompañaban pruebas que apoyan la queja, procedió a formular un requerimiento al actor, solicitándole a través de esta prevención que precisara los hechos en que fundaba su petición, narrándolos de manera sucinta, clara y precisa, y acompañara las pruebas en que apoyaba su queja o señalara la autoridad o el lugar en donde se encontraban dichas probanzas; de esta manera, no le asiste la razón al ciudadano Alberto Yebra Ramírez, ya que al marcar y entregar una copia del escrito a la demandada sin aclarar para que efectos, si está formulando y presentando una queja en contra de servidores públicos, por tal virtud, se encuentra apegada a derecho la aplicación del artículo 35 de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, no se viola al actor su derecho de audiencia, toda vez que la multa impugnada se le impone de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 35 de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, numeral que concede facultades a la autoridad demandada para imponer la sanción consistente en multa de 20 veinte a 120 cientoveinte salarios mínimos vigentes en la Entidad, a toda aquella persona que presente una queja o denuncia en forma maliciosa o sin motivo alguno; de esta manera, la imposición de la multa a debate tiene su origen en una disposición jurídica que tiene como fin, evitar o desalentar a la persona que pretendan presentar quejas o denuncias en forma maliciosa o sin motivo alguno, además de que conforme al artículo 33 de la aludida Ley de Responsabilidades Administrativas, la presentación de la queja o denuncia por la probable comisión de faltas administrativas, es bajo la más estricta responsabilidad de quien la formule, imponiéndole la obligación de acompañar las pruebas en que la fundamente o señalar la autoridad o el lugar en que se encuentren. En ese sentido, una vez actualizada la hipótesis, prevista en este artículo 35 de la Ley en comento, para que el Contralor Municipal este en aptitudes de imponer la multa dentro de los límites establecidos en ese numeral, atendiendo además a las atenuantes, a las condiciones particulares y especificas de la queja planteada, esto es, a las consecuencias que conllevó dicha conducta. Siendo esto así, de manera previa a la ejecución de la sanción administrativa consistente en multa, es decir, antes de que la Tesorería Municipal lleve a cabo el cobro de la multa a través del procedimiento administrativo de ejecución, previsto en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, la puede impugnar ante los Juzgados Administrativos Municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, mediante el Juicio de Nulidad, de acuerdo a lo previsto por el artículo 206-A de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, de ahí que, por la naturaleza de la multa impuesta como corrección disciplinaria, con este medio ordinario de defensa se satisface la garantía o derecho de audiencia, ya que ante el Órgano Jurisdiccional puede argumentar y ofrecer pruebas necesarias para desvirtuar la presunción de legalidad de la resolución a debate. . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Por otra parte, es cierto que en el procedimiento de responsabilidades administrativas se aplica el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, a falta de disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, según lo dispone el artículo 39 de este último Ordenamiento; empero, también es verdad que en cuanto a la multa impugnada no se aplica el referido Código de Procedimientos Civiles, toda vez que no se trata de la sanción prevista en la fracción II del artículo 13 de la invocada Ley de Responsabilidades Administrativas, sino de una corrección disciplinaria, por ello, el tipo de la sanción impugnada es de carácter especial, ya que conforme a lo señalado por el artículo 35 de la aludida Ley de Responsabilidades Administrativas, es suficiente que la persona presente una denuncia o una queja de manera maliciosa o sin motivo alguno, para que la Contraloría Municipal esté en condiciones a aplicar una multa con el carácter de corrección disciplinaria, como la sanción impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por último, sobre el particular cabe resaltar que la resolución a través de la cual se le impone actor la combatida multa con el carácter de corrección disciplinaria, se encuentra debidamente fundada en el artículo 35 de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, además el Contralor Municipal cuenta con atribuciones para imponer la sanción a debate, por disposición expresa del referido numeral; conforme a lo anterior, la multa impugnada se encuentra apegada a derecho, por consecuencia, con fundamento en el artículo 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y además por las razones lógicas y jurídicas expuestas en este considerando, es procedente declarar la validez del acuerdo administrativo impugnado en este proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se sobresee el proceso administrativo respecto a los actos impugnados siguientes: el oficio número CN/9889/09, de fecha 14 catorce de enero del año 2009, dos mil nueve, suscrito por el Contralor Municipal en el expediente CM/DCS/575/08-D4 y la notificación del oficio número CM/10950/09, de fecha 6 seis de marzo de 2009, dos mil nueve, mediante el cual se da conocer al justiciable el acuerdo de fecha 20 veinte de febrero del año 2009, dos mil nueve, en el que se le impone al actor la multa impugnada, por las razones expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la VALIDEZ del acto impugnado, que consiste en el proveído de fecha 27 veintisiete de febrero del año 2009, dos mil nueve, en el que se acuerda imponerle a Alberto Yebra Ramírez, una multa por la cantidad de $1,038.02 (mil treinta y ocho pesos 02/100) moneda nacional), por las razones expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . .  . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
